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incluso olvidar el principio de objetividad del Ministerio Público que conociendo de 

prueba absolutoria de no ofrezca como medio de prueba; evitando prima facie 

argumentos de corrupción; así como la búsqueda de prueba o evidencia sometida a la 

retórica de los mejores abogados preparados para persuadir a un juez o tribunal, 

careciendo de utilidad que estos fueran profesionales y bastaría de ser legos de aceptar 

la tesis más coherentista de los alegatos. Bajo esta perspectiva que se evite una 

investigación de lavado de activos de los personajes políticos que el país esta viviendo. 

 

En ese contexto, la actividad valorativa del juez resulta esencial en este engranaje de 

justicia penal de aplicación de una pena y privación de la libertad, Taruffo menciona 

que: “la valoración de la prueba tiene por objeto establecer la conexión final entre los 

medios de prueba presentados y la verdad o falsedad de los enunciados sobre los hechos 

en litigio” (2008: 132); nótese que en la actualidad de hablar de proceso sin acusación 

de un tercero, además del principio de contradicción e imparcialidad sería un regreso 

hacia un sistema que no es congruente a nuestra realidad por ello que no que las 

ideologías liberales están erradas o en su momento el inquisitivo lo fuera sino son 

“procesos” de evolución del contexto social. 

 

Asimismo, debemos señalar que “los métodos son objeto de evaluación epistémica con 

el fin de comprobar si son o no son válidos para el descubrimiento de la verdad” 

(Taruffo 2010: 156), con lo cual, en la valoración probatoria, “la concepción racional 

del libre convencimiento del juez es epistémicamente válida, en la medida que admite – 

e incluso requiere – que la valoración de la prueba se dirija hacia la determinación de la 

verdad de los hechos” (Taruffo 2010: 185). 

 

Por su parte Nieva hace referencia a la actividad probatoria con su correspondencia en 

la realidad, de la siguiente manera: 

 

“Si el legislador ha creído que a esa realidad se llega mejor sin intervención del juez en 

la prueba, salvo en el momento de admitir y valorar, se habrá optado por una opción 

posible en esta materia. Y si se le permite intervenir en la preposición a través de la 

prueba de oficio, se habrá optado por otra opción que, desde luego, restringe los poderes 

de las partes en el proceso. Pero en ambos casos el objeto será el mismo: el 

acercamiento en la mayor medida posible a la realidad de los hechos […] En realidad, 
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cuando se practica prueba es porque no sabemos cómo ha sucedido algo. Queremos 

saber cómo ha acaecido. Deseamos conocer la realidad. Esa es la situación en un juicio 

jurisdiccional y no difiere en absoluto de la situación con la que nos enfrentamos 

cuando realizamos un experimento científico” (2010: 149). 

 

Por tanto, esta actividad valorativa ligada al rol del juez en el proceso, resulta 

concordante con la búsqueda de la verdad material, por lo que, asumir que tanto en las 

situaciones “A” y “B”, en el que se tiene como hecho notorio y hecho acreditado, 

invade la esfera privada del rol del juez y deslegitima su función dentro del proceso, 

“provocando importantes disfunciones y conduciendo a la paradójica situación de un 

juez penal al que acaban reconociéndosele muchas menos facultades para la tutela de 

intereses públicos” (Armenta 2008: 126), tanto más, si dichos efectos bien puede 

realizar el juez considerando como hechos no controvertidos, que en materia civil se 

conocen como fijación de puntos controvertidos y no controvertidos; sin embargo, el 

legislador ha querido darles etiqueta de “convenciones probatorias”, cuando incluso 

estos no admiten solución por autocomposición, habida cuenta que, ello supondría que 

en la decisión de la resolución del conflicto no tendría mayor relevancia la participación 

de un tercero. 

 

Finalmente, la regulación actual de las “convenciones probatorias” en el proceso penal 

tienen mucho margen de discusión y debate, además de volverlo ineficaz por cuanto 

acordar sobre hechos que pertenecen a la actividad valorativa del juez solo le 

convendría a priori al Ministerio Público quien se vería morigerado en la búsqueda de 

prueba de cargo y no convendría a los intereses del imputado, o en todo caso, solo sería 

una herramienta más para que el juez imparcial pueda evitar mayores pronunciamientos, 

en vista de la celeridad y en contra posición a la decisión en correspondencia a la 

realidad, al principio de contradicción y favorecer a la mayor posibilidad al error. 

 

 

IV. - A MANERA DE CONCLUSIONES. 

La evolución de los sistemas procesales en la historia no determina que uno u otro sea 

mejor, sino que depende de la evolución de la sociedad y debe ser congruente con el 

contexto social en el que se desarrolla y de su idiosincrasia cultura. Por tanto, a un 
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sistema procesal no se le puede etiquetar por inquisitivo o acusatorio, ya que, en último 

término no existen modelos puros. 

 

En nuestro contexto histórico cultural y en la actualidad, la investigación penal y el 

sistema penal se orienta como una de sus finalidades a la averiguación de la verdad en 

correspondencia con la realidad, donde el método epistémico cobra relevancia mediante 

la actuación y valoración de la actividad probatoria; además, el proceso penal al ser un 

mecanismo de control social se ve influenciado por la política criminal y, por tanto, 

ligado con la búsqueda de la verdad, la misma que  puede ser más o menos regulada, 

más o menos sometida a control, pero ello no desnaturaliza la verdad en el proceso 

penal. 

 

En tal sentido, las convenciones en materia procesal como manifestación de la justicia 

penal negociada no pueden intervenir en la esfera del rol del juez en sus funciones de 

actividad valorativa, que además los hechos notorios o hechos acreditados no tienen se 

sustentan en la autonomía privada y menos admiten posibilidad de autocomposición. 

 

Las partas bien pueden convenir sobre la elección de peritos, acerca de determinados 

medios de prueba que acrediten ciertos hechos, de plazos procesales, distribución de 

cargas probatorias, elección del juzgado competente, etc, circunstancias que están 

sujetas a la autonomía de las partes y a la admisión de autocomposición; en el que 

además debe señalarse sus consecuencias al incumplimiento de las convenciones en 

materia procesal., lo cual no ocurre en nuestra Código Procesal Penal, pues se 

desconoce los efectos del incumplimiento de las convenciones probatorias, más allá de 

la nulidad cuando no se indique en el auto de enjuiciamiento el ámbito de la 

convención. 

 

En esa línea de ideas, las convenciones probatorias según nuestro Código Procesal 

Penal se pueden realizar tanto en la etapa de la investigación preparatoria como en la 

etapa intermedia cuya finalidad es que el juez de juzgamiento esté vinculado a los 

acuerdos de las partes. 

 

Asimismo, se descarta la posibilidad de que el juez de juzgamiento pueda decidir de la 

desvinculación o rechazo de las convenciones, recayendo solo en ellos la potestad de 
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revisión de los argumentos de las razones especiales de rechazo; de igual forma, se 

descarta la posibilidad de que estas convenciones probatorias se realicen en la etapa de 

juzgamiento, por cuanto ello implica actividad valorativa del juez. Puesto que, solo sería 

la etiqueta de un acuerdo cuando el juez aprecia que no hay controversia al respecto; 

aunque, cabe señalar que pueden concurrir convenciones en materia procesal en etapa 

de juzgamiento distinto a las reguladas en el código, por ejemplo, plazos, cantidad de 

audiencia, suspensión del proceso, calendario procesal, etc., es decir, se trata de 

acuerdos sobre las reglas del proceso y no sobre el objeto del proceso que es materia de 

controversia. 

 

Por otro lado, debemos manifestar que, mientras las partes acuerden que determinadas 

circunstancias que no necesitan ser probadas y se valorarán como hechos notorios o que 

aceptan hechos y se tendrán por acreditados, con ello sólo se consigue una herramienta 

de simplificación de la actividad valorativa del juez o de morigerar la investigación, en 

menoscabo de la libre valoración de la prueba que implica la averiguación de la verdad 

y del principio de contradicción. 

 

En consecuencia, estas convenciones así llamadas probatorias resultan inconsistentes 

con el sistema jurídico procesal y que brindan mayores dudas se su aplicación que 

certezas útiles en el proceso. Sin embargo, lo mismo no se puede decir de las 

convenciones sobre el medio de prueba para acreditar un determinado hecho.  

 

Finalmente, existen serias dudas sobre estas convenciones probatorias al considerarlas 

la solución de la sobre carga procesal que es el gran problema del aparato estatal o si 

por el contrario es una forma de aliviar la misma.  
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